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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 104/2023-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

JUNTA DIRECTIVA DE LA DIRECCIÓN DE

PENSIONES DEL ESTADO Y OTRA.
MAGISTRADO:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR

San Luis Potosí, S.L.P., veinte de junio de dos mil veintitrés. 

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo 104/2023-3 promovido por**********contra actos del Director General de Pensiones del Estado, del Secretario Ejecutor de la Junta Directiva de la Dirección General de Pensiones del Estado y de la Junta Directiva de la Dirección General de Pensiones del Estado; y
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal con fecha dos de febrero de dos mil veintitrés, compareció **********señalando como autoridades demandadas al Director General de Pensiones del Estado, al Secretario Ejecutor de la Junta Directiva de la Dirección General de Pensiones del Estado y a la Junta Directiva de la Dirección General de Pensiones del Estado; por la nulidad del siguiente acto: 
“1. La emisión del Acuerdo emitido por la H. Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, del cual Bajo Protesta de Decir Verdad NO se me entregó y también el oficio sin número de fecha **********, emitida por el servidor público (…)en su carácter de Director General de la Dirección de Pensiones del Estado y Secretario Ejecutor de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado…”
2. La negativa a otorgarme la Pensión por edad avanzada (vejez) y de manera infundada y violatoria de mis Derechos Humanos declarándola improcedente con motivo de que la suscrita ha cumplido la edad pensionable por el concepto legal de edad avanzada, siendo que coticé a la Dirección de Pensiones, misma negativa que se observa en el oficio y acuerdo impugnados en el primer punto del presente capítulo.

“La aplicación indebida por inconvencional en agravio a mí persona del artículo 52 Fracción V y 61 Fracción II de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí por no establecer pensión reducida y por no otorgarme la pensión reducida. Y que deriva del oficio y acuerdo impugnados en el primer punto del presente capítulo”.
II.- Por auto de fecha siete de febrero de dos mil veintitrés, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera.
III.-Por auto de fecha catorce de  marzo de dos mil veintitrés,  se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho correspondía; se admitieron las pruebas ofrecidas y se fijó fecha y hora para la audiencia final a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
IV.- Con fecha trece de abril de dos mil veintitrés, tuvo verificativo la Audiencia de Ley en este juicio, con la inasistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos dio cuenta con el escrito de demanda e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar: en etapa de alegatos; se dio cuenta de que no fueron formulados por la autoridad demandada; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7°, 9° fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y en el caso de este expediente, al tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad del Poder Ejecutivo Estatal, donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La parte actora compareció por derecho propio; acreditando su interés jurídico en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el original del acto impugnado que obra en fojas 14 a 21  de este sumario. 
La personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, el Director General de la Dirección de Pensiones del Estado y Secretario Ejecutor de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones, se acreditó con la copia certificada del nombramiento que obra en fojas 73  de este sumario, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Las documentales anteriormente referidas, adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.

TERCERO.- La litis de la presente controversia, consiste según lo  señalado por la actora en su escrito inicial de demanda en determinar la legalidad o ilegalidad de los siguientes actos: 

“1. La emisión del Acuerdo emitido por la H. Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, del cual Bajo Protesta de Decir Verdad NO se me entregó y también el oficio sin número de fecha **********, emitida por el servidor público (…)en su carácter de Director General de la Dirección de Pensiones del Estado y Secretario Ejecutor de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado…”

2. La negativa a otorgarme la Pensión por edad avanzada (vejez) y de manera infundada y violatoria de mis Derechos Humanos declarándola improcedente con motivo de que la suscrita ha cumplido la edad pensionable por el concepto legal de edad avanzada, siendo que coticé a la Dirección de Pensiones, misma negativa que se observa en el oficio y acuerdo impugnados en el primer punto del presente capítulo.

“La aplicación indebida por inconvencional en agravio a mí persona del artículo 52 Fracción V y 61 Fracción II de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí por no establecer pensión reducida y por no otorgarme la pensión reducida. Y que deriva del oficio y acuerdo impugnados en el primer punto del presente capítulo”.

Acuerdo de referencia emitido por la Junta Directiva de la Dirección General de Pensiones del Estado en Sesión Ordinaria de **********,  que le fue notificado con oficio sin número de fecha **********, visible en fojas 14 a la 21 de este sumario,  mediante el cual da contestación a la petición de la hoy actora de ********** informa en la parte que interesa lo siguiente: 

“…PRIMERO: (…).”
“…SEPTIMO. De acuerdo  (…), acuerda por unanimidad declarar IMPROCEDENTE la solicitud presentada por la C. (…), respecto al otorgamiento de PENSION POR EDAD AVANZADA, en el entendido que no se encuentra en las hipótesis por el articulo 52 fracción V y 61 fracción II, 92 y demás relativos de la ley de Pensiones Vigente...”
Acto el cual fue exhibido por la parte accionante, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria analiza las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia.”

En ese tenor, las autoridades demandadas el Director General de la Dirección de Pensiones del Estado y Secretario Ejecutor de la Junta Directiva de la citada Dirección, al momento de producir su respectiva contestación de demanda que obra en fojas 30 a la 37 de este sumario, hicieron valer la  excepción “Falta de acción y Derecho”; que basa en que la parte actora no puede demandar de nuestra representada todas y cada una de las prestaciones que reclama, pues los actos que impugna se encuentran debidamente fundados y motivados.  A ese respecto, cabe señalar que dichas excepciones deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustentan, involucran cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio, esto es, constituyen la materia del asunto, estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia que, aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía; No. Registro: 187973, Novena Época, Jurisprudencia, Materia(s): Común, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dice: 

 “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de fondo de la controversia.
QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación en su escrito inicial de demanda que se advierten en fojas 6 a la 12 de este sumario, argumentos que no se trascriben y por economía procesal se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan sus efectos legales a que haya lugar.

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia  de la Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.-  Esta Sala Unitaria procede al estudio y resolución de fondo  del primero y segundo de  los conceptos de impugnación que hace valer la promovente en su escrito inicial de demanda, los que se analizan en forma conjunta por estar vinculados entre sí en cuanto a las violaciones que aluden, mismos que se examina en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes, y que obran en autos de este procedimiento.

Apoya lo antes dicho la Tesis Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito, Registro 2011406, Décima Época,  Publicación: viernes 08 de abril de 2016, que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso...”

Conceptos de impugnación que en la parte que interesa refieren:

“PRIMERO.- La emisión del acuerdo emitido por (…)transgreden en mi perjuicio los principios de legalidad y seguridad jurídica, así como el de Seguridad Social tutelados por los ordinales 14, 16 y 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pensión reducida dispuesto en la norma internacional dispuesta en los artículos 25: 29 párrafos 1, 2 y 5 del Convenio número 102 de la Organización del Trabajo (OIT), lo anterior en virtud de que el documento en cita es indebidamente fundado e indebidamente motivado, ya que carece de (…), no se considera  ni se motiva en que la suscrita cotice el fondo de pensiones y fui trabajadora activa del GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI, y que he cumplido la edad pensionable, tal y como consta en los archivos que se encuentran en poder de (…), tengo derecho a una pensión reducida, y la demandada de manera indebidamente me aplica la fracción V del artículo 52 de la Ley de Pensiones(…) y me restringe el derecho de la suscrita a gozar de la pensión que peticione, y pretende motivar su determinación la demandada en el hecho de que tenía menos de 15 años de cotización…”
“Ahora bien, es convencional tanto l articulo 52 fracción V y 61 fracción II de la Ley de Pensiones (…), en razón de que cuando la prestación queda sujeta a un periodo mínimo, debe preverse pensiones reducidas…”

 “SEGUNDO.- (…).”
“Derivado de los conceptos de impugnación antes citados, la autoridad demandada en el acto que se reclama fue omisa en aplicar y observar lo que beneficia en pro de mis derechos como lo obliga el artículo 1° de la Constitución (…), y preponderó situaciones de forma y no de fondo y contenido de derecho humano ni emitió determinación con perspectiva de género.”

“…Lo anterior porque la Pensión por edad avanzada (vejez) que se generó con motivo de que la suscrita ha cumplido la edad pensionable por el concepto legal de edad avanzada y que se me otorgue una pensión reducida a la que tengo derecho surge con motivo de haber cotizado al fondo de pensiones y de haber cumpla (sic) la edad pensionable de 55 años de edad; y la pensión se va generando día a día, desde que se cumple la edad pensionable  y al llegar a una edad avanzada…”
Del estudio de los conceptos de impugnación citados, se determina que resultan infundados.
Toda vez que se advierte, que contrario a lo que vertido por la parte  actora, la negativa de otorgar la  pensión por edad avanzada emitido por la Junta Directiva de la Dirección General de Pensiones del Estado en Sesión Ordinaria de **********, no carece de la debida fundamentación y motivación que debe contener, desde el punto de vista material o de contenido, dado que la autoridad demandada en su carácter de emisora, precisa correctamente y conforme a la normatividad que le es aplicable,  la razón de orden lógico jurídico de la determinación en que se basó para sustentar la improcedencia de otorgar la pensión que le fue solicitada por la hoy demandante.

Lo que se obtiene del análisis integral del texto del acto reclamado, en donde la autoridad demandada fundó y motivo correctamente la improcedencia de la petición de la actora de que se le otorgara una pensión por edad avanzada, atendiendo las circunstancias del caso en particular señalándole que no reúne el requisito de la Ley de Pensiones para poder obtener una pensión por edad avanzada, siendo el termino mínimo de 15 años de cotizar al fondo de  pensiones, en razón de que cotizó un periodo de 10 años 05 meses 10 días, lo cual sustento en la normatividad que le es aplicable conforme los artículos 1°, 52 fracción V y 61 fracción II,  demás relativos de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicios del Estado de San Luis Potosí, los cuales a la letra dicen: 

“Artículo  1º. La presente Ley es de orden público e interés general; tiene por objeto regular las pensiones, jubilaciones, servicios y demás prestaciones de los servidores públicos al servicio de las instituciones de la administración pública estatal, y municipal, en su caso, que contribuyan con aportaciones a la Dirección de Pensiones y que formen parte  de cualquiera de los sectores cotizantes; así como las particularidades en cuanto a derechos y obligaciones de las pensiones que otorguen los sectores cotizantes y que se encuentran contenidos en esta Ley.  Los servidores públicos de elección popular no quedan comprendidos en la presente Ley. “ 
“Artículo  52. El derecho a pensión nace cuando el trabajador o sus familiares se encuentran en los supuestos consignados en esta Ley, y satisfacen los requisitos que la misma señala. El derecho al pago de la pensión comienza:
“…V. Para los trabajadores que se separen del servicio, después de haber contribuido no menos de quince años al fondo, cuando cumplan la edad pensionable. En este caso se les otorgará la pensión a que tuvieren derecho según el tiempo contribuido al fondo, siempre que hubieren dejado al separarse la totalidad de los descuentos que por razón de su cargo se les haya hecho.  La Dirección de Pensiones deberá resolver la solicitud de pensión en un plazo no mayor de quince días, a partir de la fecha en que se hubiere integrado y entregado el expediente.
Artículo  61. Se establecen las siguientes pensiones: (…).”

“…II. Pensión por edad avanzada: Los trabajadores que cumplan los cincuenta y cinco años de edad y hubieren contribuido normalmente durante quince años como mínimo a un Fondo de Pensiones, por edad avanzada;  Por cada año de diferimiento de goce de la pensión por edad avanzada, será aumentada su cuantía en uno porciento del salario base;…”

Normatividad de la cual se desprende que es correcta en su aplicación, ya que establece una excepción en la norma que le impide otorgar la  pensión por edad avanzada si no cumplen con el requisito de haber contribuido al Fondo de Pensiones durante quince años como mínimo, circunstancia que debidamente quedo motivada en el acto que se impugna. 
De estas normas legales se obtiene, en lo que interesa que la pensión por edad avanzada, es una prestación que sólo puede otorgarse previa satisfacción de determinados requisitos, supuesto en el cual resulta evidente que no se trata de una concesión gratuita, ni tampoco por haber cumplido solo la edad de  los cincuenta y cinco años de edad, que se establece como mínimo para otorgarla, pues su derecho se gesta durante la vida laboral del trabajador, con las aportaciones periódicamente efectuadas durante el plazo establecido a fin de garantizar, aunque sea en parte, una subsistencia digna para el derecho habiente y sus beneficiarios, por lo que, son las cuotas efectuadas durante la época dedicada al trabajo y por el tiempo mínimo establecido en la ley, lo que permite que tanto el empleado y sus beneficiarios puedan gozar de una pensión conforme a los años de servicio prestados, lo que significa que se debe contribuir al Fondo de Pensiones en le tiempo que la ley le establece para resultar justificado y viable la pensión por edad avanzada que peticiona la hoy actora. 

Así, el derecho a la pensión nace cuando el trabajador o sus familiares se encuentran en los supuestos consignados en este caso en particular en la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicios del Estado de San Luis Potosí, y se satisfacen los requisitos que la misma señala, y tratándose para la obtención de una Pensión por edad avanzada: no basta que los trabajadores hayan cumplido los cincuenta y cinco años de edad, sino que aunado a esto, también se requiere para obtener la pensión solicitada que hubieren contribuido normalmente durante quince años como mínimo a un Fondo de Pensiones, periodo que no reunió  la actora, ya que únicamente cotizo al fondo de pensiones 10 años 05 meses 10 días, según consta en el texto del propio acto impugnado, y cuya afirmación no fue controvertida por la accionante en este proceso, siendo que basa su argumento  en que ha cumplido la edad pensionable por el concepto legal de edad avanzada y que tiene derecho a una pensión reducida.
Por tanto el requisito de acreditar el periodo de cotizar al fondo de pensión, es el que permite otorgar una pensión en las condiciones  de  que se trate, como lo es por edad avanzada, ya que si este no se reúne, resulta incuestionable la procedencia de cualquier pensión y por ende la solicitada, por disposición legal, pues debe considerarse que la pensión por edad avanzada, no constituye un derecho que los trabajadores en activo adquieran por existir la relación laboral equiparada y por haber cotizado en el sistema relativo, ya que la introducción de dicha prestación, se encuentra condicionada al cumplimiento de los años de servicio requeridos para ello,  por lo que mientras ese requisito no se cumpla, tal prestación constituye una mera expectativa de derecho.

De ahí, que sea legal lo determinado por la autoridad demandada en el acto que se impugna, pues le resulta la obligación de considerar y acatar esta normatividad, para otorgar la pensión que le fue solicitada materia de esta controversia para regular el derecho de los servidores públicos a los beneficios de esa Ley; disposiciones legales que la autoridad demandada observo y considero en el asunto que nos ocupa, lo cual genera que no se hayan contravenido los principios fundamentales, previstos en los artículos 14, 16, 17 y 123, apartado B, fracción XI, inciso a) de la Constitución Federal, los cuales sustentan las garantías y los derechos humanos de legalidad y seguridad jurídica; las bases mínimas de seguridad social para los trabajadores al servicio de Estado, y los requisitos establecidos en los artículos 1°, 52 fracción V y 61 fracción II, demás relativos de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicios del Estado de San Luis Potosí.
Debe señalarse que en cuanto  al principio de Seguridad social a que alude la parte actora que se contiene en el numeral 123, apartado B, fracción XI, inciso a) de la Constitución Federal, de que se duele la actora que en parte que nos interesa refiere:  

“Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley. (…). 

“…B. 
Entre los Poderes de la Unión y sus trabajadores:
“…XI. 
La seguridad social se organizará conforme a las siguientes bases mínimas:
“…a) 
Cubrirá los accidentes y enfermedades profesionales; las enfermedades no profesionales y maternidad; y la jubilación, la invalidez, vejez y muerte.”

Si bien reconoce las bases mínimas de seguridad social para los trabajadores al servicio de Estado, del principio  de previsión social, que obliga a establecer un sistema íntegro que otorgue tranquilidad y bienestar personal a los trabajadores y a su familia, ante los riesgos a los que se encuentran expuestos; principios éstos entre los que se contempla el derecho al disfrute de una pensión sea cual sea, cuya finalidad es garantizar que el trabajador que ha prestado servicios por determinado número de años y que ha llegado a una edad avanzada, pueda retirarse de su trabajo, con la confianza de que tendrá derecho a recibir ese beneficio, el cual le permitirá vivir con dignidad la etapa más difícil de la vida humana y, que en caso de que fallezca, ese derecho pasará a su o sus beneficiarios. 
Este derecho humano tiene rango constitucional, a fin de procurar el mejoramiento del nivel de vida de los trabajadores y sus familiares, y ha aceptado las bases mínimas de seguridad social con igual propósito, pero señala que se organizara de acuerdo a su normas, y remite por lo tanto a la normatividad en análisis que trata de la pensión por años de servicios cotizados, que no pueden ser restringida sin justificación legal válida, pues hacerlo conllevaría a la privación del pensionado o de sus beneficiarios del derecho a subsistir dignamente, máxime cuando tal pensión en la mayoría de los casos constituye su única fuente de ingreso.
Bajo ese contexto resulta legal la improcedencia que determina la autoridad demandada en el acto impugnado de otorgar la pensión por edad avanzada solicitad por la parte actora, al fundarse y motivarse  conforme los artículos 1°, 52 fracción V y 61 fracción II, demás relativos de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicios del Estado de San Luis Potosí.
No pasa inadvertido por esta Sala Unitaria, lo argumentado por la actora en cuanto a que la autoridad demandada inobservo la norma internacional dispuesta en los artículos 25: 29 párrafos 1, 2 y 5 del Convenio número 102 de la Organización del Trabajo (OIT), en razón de que se le dio aplicar una pensión reducida que refiere procede con motivo de haber cotizado al fondo de pensiones y de haber cumplido la edad pensionable de 55 años de edad. 

Dicha afirmación, resulta infundado, ya que esta Sala Unitaria, en el caso que se analiza no  advierte violación alguna de derechos humanos, para realizar el control difuso ya que se respetó el principio de exhaustividad que rige el dictado de sus sentencias, toda vez que el acto combatido, no trasgreden en su perjuicio los principios de legalidad y seguridad jurídico establecidos en los artículos 14, 16, 17 y 123, apartado B, fracción XI, inciso a) de la Constitución Federal,  en virtud de que existe disposición legal que de acuerdo a su interpretación prohíbe realizar un estudio del acto impugnado en los términos planteados, toda vez que deriva del acatamiento de una normatividad que establece requisitos para otorgar la pensión por edad avanzada que solicito a la autoridad demandada los cuales son: los artículos 1°, 52 fracción V y 61 fracción II, demás relativos de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicios del Estado de San Luis Potosí.
Aunado a lo anterior, se precisa que esta Tercera Sala Unitaria que no advierte violación alguna de derechos fundamentales de la hoy actora  en el presente asunto que pudiesen ameritar la inaplicación de una norma, esta problemática ya fue resuelta por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 16/2014 (10a.); en la cual, establece que cuando el actor formula conceptos de nulidad expresos, solicitando al tribunal administrativo el ejercicio del control difuso respecto de determinada norma, de existir coincidencia entre lo expresado en el concepto de nulidad y el criterio del tribunal, éste puede inaplicar la disposición respectiva, expresando las razones jurídicas de su decisión, pero si considera que la norma no tiene méritos para ser inaplicada, bastará con que mencione que no advirtió violación alguna de derechos humanos, para que se estime que realizó el control difuso y respetó el principio de exhaustividad que rige el dictado de sus sentencias, sin que sea necesario que desarrolle una justificación jurídica exhaustiva en ese sentido, dando respuesta a los argumentos del actor, pues además de que el control difuso no forma parte de su litis natural, obligarlo a realizar el estudio respectivo convierte este control en concentrado o directo, y transforma la competencia genérica del tribunal administrativo en competencia específica. 
Para dar sustento a lo anterior, se transcribe la Tesis de Jurisprudencia en comento: Registro digital: 2006186,  Instancia: Segunda Sala,  Décima Época,  Materias(s): Común, Administrativa,  Tesis: 2a./J. 16/2014 (10a.),  Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 5, Abril de 2014, Tomo I, página 984,  Tipo: Jurisprudencia que refiere: 

“CONTROL DIFUSO. SU EJERCICIO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Si bien es cierto que, acorde con los artículos 1o. y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las autoridades jurisdiccionales ordinarias, para hacer respetar los derechos humanos establecidos en la propia Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, pueden inaplicar leyes secundarias, lo que constituye un control difuso de su constitucionalidad y convencionalidad, también lo es que subsiste el control concentrado de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, cuya competencia corresponde en exclusiva al Poder Judicial de la Federación, a través del juicio de amparo, las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad. La diferencia entre ambos medios de control (concentrado y difuso), estriba en que, en el primero, la competencia específica de los órganos del Poder Judicial de la Federación encargados de su ejercicio es precisamente el análisis de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, por tanto, la controversia consiste en determinar si la disposición de carácter general impugnada expresamente es o no contraria a la Constitución y a los tratados internacionales, existiendo la obligación de analizar los argumentos que al respecto se aduzcan por las partes; en cambio, en el segundo (control difuso) el tema de inconstitucionalidad o inconvencionalidad no integra la litis, pues ésta se limita a la materia de legalidad y, por ello, el juzgador por razón de su función, prescindiendo de todo argumento de las partes, puede desaplicar la norma. Ahora bien, en el juicio contencioso administrativo, la competencia específica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es en materia de legalidad y, por razón de su función jurisdiccional, este tribunal puede ejercer control difuso; sin embargo, si el actor formula conceptos de nulidad expresos, solicitando al tribunal administrativo el ejercicio del control difuso respecto de determinada norma, de existir coincidencia entre lo expresado en el concepto de nulidad y el criterio del tribunal, éste puede inaplicar la disposición respectiva, expresando las razones jurídicas de su decisión, pero si considera que la norma no tiene méritos para ser inaplicada, bastará con que mencione que no advirtió violación alguna de derechos humanos, para que se estime que realizó el control difuso y respetó el principio de exhaustividad que rige el dictado de sus sentencias, sin que sea necesario que desarrolle una justificación jurídica exhaustiva en ese sentido, dando respuesta a los argumentos del actor, pues además de que el control difuso no forma parte de su litis natural, obligarlo a realizar el estudio respectivo convierte este control en concentrado o directo, y transforma la competencia genérica del tribunal administrativo en competencia específica. Así, si en el juicio de amparo se aduce la omisión de estudio del concepto de nulidad relativo al ejercicio de control difuso del tribunal ordinario, el juzgador debe declarar ineficaces los conceptos de violación respectivos, pues aun cuando sea cierto que la Sala responsable fue omisa, tal proceder no amerita que se conceda el amparo para que se dicte un nuevo fallo en el que se ocupe de dar respuesta a ese tema, debido a que el Poder Judicial de la Federación tiene competencia primigenia respecto del control de constitucionalidad de normas generales y, por ello, puede abordar su estudio al dictar sentencia. Si, además, en la demanda de amparo se aduce como concepto de violación la inconstitucionalidad o inconvencionalidad de la ley, el juzgador sopesará declarar inoperantes los conceptos de violación relacionados con el control difuso y analizar los conceptos de violación enderezados a combatir la constitucionalidad y convencionalidad del precepto en el sistema concentrado. 

Contradicción de tesis 336/2013. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero del Trigésimo Circuito y Primero en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito. 22 de enero de 2014. Cinco votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco. 
Tesis y/o criterios contendientes: Tesis XXX.1o.1 A (10a.), de rubro: "TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. ESTÁ OBLIGADO A EFECTUAR EL CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD Y DE CONVENCIONALIDAD.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XI, Tomo 2, agosto de 2012, página 2016, y el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, al resolver el amparo directo 212/2013. 

Tesis de jurisprudencia 16/2014 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del doce de febrero de dos mil catorce. 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de abril de 2014 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de abril de 2014, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

En esa tesitura, por los razonamientos citados con antelación, no le asiste razón a la parte actora para que proceda la nulidad del acto impugnado, el cual debe declararse que es legal y válido, al no haberse acreditado en autos de este procedimiento las acciones intentadas ante este Tribunal, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerandos Sexto de la presente sentencia.

Bajo esa premisa debe señalarse que en cuanto a las prestaciones que deduce en este juicio, no son procedentes en razón de lo determinado en cuanto a la legalidad del acto impugnado, según se razono en párrafos anteriores.

En tal virtud, con fundamento en los artículos 249, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado consistente en: el Acuerdo emitido por la Junta Directiva de la Dirección General de Pensiones del Estado en Sesión Ordinaria de **********, que le fue notificado con oficio sin número de fecha **********, mediante el cual declara  Improcedente la solicitud presentada por la acto respecto al otorgamiento de pensión por edad avanzada de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando sexto de la presente sentencia.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracciones I y XVIII, y 9º fracción III, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 1º, 2º, 249, 251, 252 y 253, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R  E  S  U  E  L  V  E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto   impugnado, de acuerdo a los razonamientos precisados en los  Considerando Sexto de la presente sentencia.
TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas. 
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-
	Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria
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